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  En la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, siendo las once  

horas con treinta y cinco minutos del día veintiuno de abril de dos mil 

veintiuno, reunidos en la Sala de Plenos del Tribunal Superior de Justicia, 

los Magistrados Miguel Felipe Mery Ayup, Presidente del Tribunal Superior 

de Justicia del Estado de Coahuila, María Eugenia Galindo Hernández, Iván 

Garza García, Gabriel Aguillón Rosales, César Alejandro Saucedo Flores, 

María del Carmen Galván Tello, Juan José Yáñez Arreola, María Luisa 

Valencia García, Homero Ramos Gloria, Luis Efrén Ríos Vega, Manuel 

Alberto Flores Hernández, así como el licenciado Gustavo Sergio López 

Arizpe, Secretario General de Acuerdos, con objeto de celebrar sesión 

ordinaria en términos del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado. 

 Así mismo, con fundamento en el artículo 154, fracción II, numeral 

11, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así 

como en el artículo 14, fracción XXIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Coahuila de Zaragoza, y en el acuerdo emitido por el 

Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia, en fecha trece de 

abril del año dos mil veinte, el Secretario General de Acuerdos da fe y hace 

constar que el Magistrado José Ignacio Máynez Varela fue debidamente 

citado a este Pleno, y se encuentra enlazado por video conferencia a ésta 

décima quinta sesión ordinaria, además de que existe calidad de imagen y 

sonido correspondiente. 

 1. En primer término conforme al artículo 109 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado, el Magistrado Presidente le solicita al Secretario 

General de Acuerdos, se sirva a pasar lista de asistencia. 

 2. Hecho lo anterior, el Magistrado Presidente declara la integración 

del Pleno, ya que existe quórum legal para llevar a cabo ésta sesión.  

 3. Acto continuo las y los Magistrados aprobaron el orden del día 

contenido en la convocatoria para la realización de la presente sesión, por 
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lo que determinaron desarrollarla de conformidad con el mismo, cuyos 

puntos son los siguientes: 

I. Lista de asistencia. 

 

II. Declaratoria de integración del Pleno. 

 

III. Aprobación, en su caso, del orden del día. 

 

IV. Aprobación, en su caso, del acta de la sesión celebrada en fecha 14 

de abril de 2021. 

 
V. Presentación de la demanda de juicio de nulidad identificada con el 

número JN-4/2021, promovida por XXXXXXXXXX frente al 

expediente número 109/2020, del Juzgado Primero de Primera 

Instancia en materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo. 

 

VI. Aprobación, en su caso, del proyecto de sentencia del recurso de 

apelación RA-1/2021, interpuesto por el licenciado XXXXXXXXXX en 

contra de la sentencia definitiva de fecha veinte de agosto de dos mil 

veinte, dictada por la Sala Civil y Familiar del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado, dentro del expediente 07/2018 D.G.E. 

Magistrado ponente: Manuel Alberto Flores Hernández. 

 

VII. Aprobación, en su caso, del acuerdo relativo a la demanda de juicio 

de nulidad identificada con el número JN-3/2021, promovida por 

XXXXXXXXXX frente al auto definitivo de fecha 29 de agosto de 

2018, dictado dentro del expediente número 2290/2016, del Juzgado 

Primero de Primera Instancia en materia Familiar del Distrito Judicial 

de Saltillo.   

 

VIII. Aprobación, en su caso, del acuerdo referente a la demanda de juicio 

de nulidad identificada con el número JN-2/2021, presentada por 

XXXXXXXXXX frente al juicio ordinario civil de otorgamiento de 

escritura con número de expediente 5/2012, del índice del Juzgado 

Primero de Primera Instancia en materia Civil del Distrito Judicial de 

Saltillo. 

 

IX. Determinación relativa a una solicitud de aspirante a Notario Público. 

 

X. Informe de movimientos de personal. 
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XI. Asuntos Generales. 

 

XII. Clausura de sesión. 

 

 4. Enseguida el Magistrado Presidente pone a consideración la 

aprobación del acta de la sesión celebrada en fecha catorce de abril de dos 

mil veintiuno. 

Al respecto las y los Magistrados, por unanimidad de votos, emitieron 

el siguiente: 

ACUERDO 57/2021 

Se aprueba el acta de la sesión celebrada en fecha de catorce de 

abril de dos mil veintiuno. 

5. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, hace referencia al punto V del mismo, el cual es el relativo a la 

presentación de la demanda de juicio de nulidad identificada con el número 

JN-4/2021, promovida por XXXXXXXXXX frente al expediente número 

109/2020, del Juzgado Primero de Primera Instancia en materia Civil del 

Distrito Judicial de Saltillo. 

 Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 58/2021 

Se tiene por presentada la demanda de juicio de nulidad identificada 

con el número JN-4/2021, promovida por XXXXXXXXXX frente al 

expediente número 109/2020, del Juzgado Primero de Primera Instancia en 

materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo. 

6. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, hace referencia al punto VI del mismo, el cual es el relativo a la 
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aprobación, en su caso, del proyecto de sentencia del recurso de apelación 

RA-1/2021, interpuesto por el licenciado XXXXXXXXXX en contra de la 

sentencia definitiva de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, dictada por 

la Sala Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Estado, dentro 

del expediente 07/2018 D.G.E. El Magistrado ponente es Manuel Alberto 

Flores Hernández. 

Acto seguido, el Magistrado Presidente manifiesta que en atención a 

que para conocer de este asunto fueron calificadas de legales las excusas 

de los Magistrados integrantes de la Sala Civil y Familiar del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado, de manera respetuosa les solicita que 

abandonen momentáneamente esta Sala de Plenos. 

Atendida la petición en sus términos, el Presidente ordena llamar a 

la Magistrada Supernumeraria Astrid Amaya Zamora, quien se encuentra 

presente. 

 Por otra parte solicita a las Magistradas Supernumerarias Ana 

Guadalupe González Sifuentes, Olga Deyanira Fuentes Ramos y Lorena 

Ivonne Rodríguez Fernández, así como al Magistrado Supernumerario 

Martín González Domínguez, quienes se encuentran enlazados por medio 

de video conferencia a la presente sesión, que enciendan sus cámaras y 

audios. 

Dando fe el Secretario General que se cuenta con las condiciones 

necesarias de audio y video, y que en términos del artículo 9 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, existe 

quorum legal para la atención de este punto del orden del día. 

Enseguida el Magistrado Presidente pone a consideración de las y 

los integrantes de este Pleno el proyecto de sentencia del recurso de 

apelación RA-1/2021.  
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En uso de la voz el Magistrado Ponente Manuel Alberto Flores 

Hernández da un contexto sobre el proyecto que presenta, el cual confirma 

la sentencia definitiva de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, emitida 

por la Sala Colegiada Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado. 

Al respecto la Magistrada Astrid Amaya Zamora señala que está de 

acuerdo con el proyecto, en el cual se da contestación a cada uno de los 

agravios y se establece el punto clave como lo menciona el Magistrado 

Manuel Alberto Flores Hernández, que no se acredita la celebración del 

contrato de prestación de servicios en el que basa su acción el actor y sobre 

todo la incongruencia de que en el escrito de demanda se advierte que se 

refiere a un contrato escrito y posteriormente al desahogarse la vista de la 

contestación manifiesta que fue verbal; sin embargo, no hay pruebas que 

acrediten la celebración de una u otra forma de tal contrato de prestación 

de servicios. 

 El Magistrado Presidente solicita al Secretario General someta a 

votación el referido proyecto. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 59/2021 

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, por unanimidad de votos, aprueba la sentencia relativa al recurso 

de apelación RA-1/2021, interpuesto por el licenciado XXXXXXXXXX en 

contra de la sentencia definitiva de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, 

dictada por la Sala Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado, dentro del expediente 07/2018 D.G.E., cuyos puntos resolutivos son 

los siguientes: 

“…PRIMERO. Se confirma la Sentencia Definitiva de fecha veinte de 
agosto de dos mil veinte.  
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SEGUNDO. Por los motivos antes expuestos se condena a la parte 
actora al pago de costas. 
 
NOTIFIQUESE PERSONALMENTE,  de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 309 fracción III del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente al de Comercio…” 
 

 7. Acto continuo el Magistrado Presidente hace referencia al punto 

VII del orden del día relativo a la aprobación, en su caso, del acuerdo relativo 

a la demanda de juicio de nulidad identificada con el número JN-3/2021, 

promovida por XXXXXXXXXX frente al auto definitivo de fecha 29 de agosto 

de 2018, dictado dentro del expediente número 2290/2016, del Juzgado 

Primero de Primera Instancia en materia Familiar del Distrito Judicial de 

Saltillo. 

 El Magistrado Presidente deja a consideración la propuesta de 

acuerdo. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad de votos, 

el siguiente:  

ACUERDO 60/2021 

 Se tiene a XXXXXXXXXX, por presentando escrito de demanda de 

juicio de nulidad frente al juicio de divorcio incausado con número de 

expediente 2290/2016, tramitado en el Juzgado Primero de Primera 

Instancia en materia Familiar del Distrito Judicial de Saltillo. 

 Sin embargo, antes de resolver sobre la admisión o no de la demanda 

de cuenta, solamente para efectos de mejor proveer, con fundamento en el 

artículo 424, fracción II, del Código Procesal Civil para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza, se requiere a la Jueza Primero de Primera Instancia 

en materia Familiar del Distrito Judicial de Saltillo, para que remita a esta 

autoridad copia certificada del expediente número 2290/2016. 

 Hecho que sea lo anterior se acordará lo que en derecho 

corresponda. 
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Trasládese certificación de este acuerdo al expediente relativo. 

 

8. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente, hace referencia al punto VIII del mismo el cual es el relativo a la 

aprobación, en su caso, del acuerdo referente a la demanda de juicio de 

nulidad identificada con el número JN-2/2021, presentada por 

XXXXXXXXXX frente al juicio ordinario civil de otorgamiento de escritura 

con número de expediente 5/2012, del índice del Juzgado Primero de 

Primera Instancia en materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo. 

El Magistrado Presidente señala que el accionante refiere que en el 

año mil novecientos noventa y cinco, demandó el otorgamiento de escrituras 

las cuales le fueron otorgadas, pero concretamente nunca registró la misma, 

posteriormente otra persona demandó el otorgamiento de escrituras 

respecto del mismo bien la cual también le fue otorgada, pero esta persona 

sí registró la misma.  

En este caso, menciona que es de alta relevancia la determinación 

sobre la admisión o no de la presente demanda, por la manera en que se 

dará interpretación al artículo 893 del Código Procesal Civil del Estado, 

desde un punto de vista teleológico o desde un punto de vista gramatical o 

literal. 

En uso de la voz el Magistrado Gabriel Aguillón manifiesta que desde 

la sesión anterior en la cual se presentó la presente demanda de juicio 

concluido, le parece que la duda estaba fundamentalmente en determinar 

si había transcurrido el plazo de tres años que establece el artículo 893 del 

Código Procesal Civil del Estado para la presentación de la demanda del 

juicio de nulidad, manifiesta que la primera hipótesis de los treinta días no 

tendría aplicación en la especie porque sí estaría cumpliendo con el 

requisito de temporalidad. 

Con relación a la segunda hipótesis del plazo de tres años, anticipaba 

su postura personal que ha sostenido en casos similares de que este plazo 
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de tres años no le puede correr al tercero extraño a juicio, y en este caso, 

el promovente se trata de un tercero extraño al juicio porque el no tuvo 

calidad de parte, no tiene un vínculo de causahabiente con las partes, con 

ninguno de ellos, sino se dice propietario de un inmueble que fue sujeto de 

ese mismo objeto que pretende anular. 

En ese sentido le parece que sí la disposición legal mencionada 

habla de tres años a partir de que la sentencia sea notificada, es claro que 

al actor no estaba en condiciones de notificarle la sentencia, por lo tanto, no 

tendría por qué correrle dicho plazo.   

Enseguida, el Magistrado Iván Garza García disiente del criterio 

manifestado por el Magistrado Decano Aguillón Rosales y señala que en 

anteriores ocasiones en que se ha sometido a votación de este Pleno los 

juicios de nulidad se ha sostenido el criterio contrario el cual parte de una 

base fundamental, el artículo 892 del Código Procesal Civil para el Estado 

Coahuila de Zaragoza regula los casos en los que procede el juicio de 

nulidad y al regular los casos en que proceden los juicios de nulidad también 

determina quienes están facultados para poder interponer este tipo de juicio 

y los menciona. 

Señala que sí partimos de la base de que son tres supuestos de 

cómo puede iniciarse este tipo de juicio y uno de ellos es precisamente los 

terceros, luego tendríamos que dar lectura al artículo 893 del mencionado 

Código, se refiere al plazo y se habla de los dos supuestos, el primero no 

sería motivo de discusión alguna porque se encuentra el promovente dentro 

de los treinta días siguientes a que tuvo conocimiento la sentencia que 

ahora se tilda de nula. 

Sin embargo, existe el otro plazo de los tres años y da lectura a dicho 

artículo.  

“…ARTÍCULO 893. Plazo para plantear el juicio de nulidad. 
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El plazo para plantear el juicio de nulidad será de treinta días, 

contados desde el día en que el interesado haya tenido conocimiento 

o se hubiere hecho sabedor de alguna de las causas que se 

mencionan en el artículo anterior.  

No obstante, una vez transcurridos tres años contados a partir de la 

fecha de la notificación de la sentencia firme, su nulidad no podrá 

plantearse; y si se planteare demanda con este propósito, se 

rechazará de plano sin ulterior recurso…” 

Explica que en cualquier caso de los señalados en el artículo 892, sin 

hacer distinción a la calidad de parte o no, le aplican los plazos a que se 

refiere el artículo 893, esto es por principio de certeza jurídica, lo que se 

busca con esta disposición es que la sentencias no permanezcan en forma 

indefinida sin surtir los efectos que corresponden a la propia cosa juzgada 

y a su naturaleza. 

El Magistrado Iván Garza García trae a cuenta algunos criterios, la 

primera al ser una tesis aislada con número de registro 173241, la cual nos 

orienta al respecto, y es de Tribunales Colegiados de Circuito, el rubro es: 

“NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. SI SE CONOCE EL 

CONTENIDO DE LA SENTENCIA QUE HA CAUSADO 

EJECUTORIA O AUN SIN CONOCERSE DEBIÓ HABERSE 

CONOCIDO, EL PLAZO PARA EJERCER DICHA ACCIÓN SERÁ 

DE TRES MESES A PARTIR DE QUE OCURRIÓ TAL HECHO, 

PERO SIN REBASAR EL TÉRMINO DE UN AÑO 

INDEPENDIENTEMENTE DE LA CALIDAD QUE TENGA EL 

ACCIONANTE EN EL JUICIO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 

737 D DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 

DISTRITO FEDERAL).” 

En la parte que interesa reza el texto de la tesis: 

“…Luego, lo que marca la pauta para saber si el accionante se 

encuentra en tiempo, será que la sentencia haya causado ejecutoria y que 

no haya transcurrido más de un año; empero, si se conoce el contenido 
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de dicha sentencia o, aun sin conocerse debió haberse conocido, sólo se 

tendrán tres meses, a partir de que ocurrió tal hecho, pero sin rebasar el 

primero de dichos plazos…” 

Continúa diciendo y da lectura: 

“…Esto, sin distinguir la calidad del accionante, es decir, si fue parte 

en el juicio, tercero llamado a juicio o bien, si se trata de personas terceras 

ajenas o extrañas al mismo o incluso, terceros por equiparación…” 

Es decir, esta tesis aislada precisamente nos da cuenta de que no 

importa la calidad que haya tenido respecto al juicio cuya tendencia se tilda 

de nula para que le valgan los plazos, a los que en este caso se refiere el 

artículo 893 del Código Procesal Civil para el Estado. 

 

 Asimismo, trae a cuenta una jurisprudencia de Plenos de Circuito y 

que informa sobre el particular, el número de registro es 2022759, el rubro 

es:  

“ACCIÓN DE NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. LOS PLAZOS 

PARA PROMOVERLA ESTÁN SUJETOS A LA CADUCIDAD, NO A 

LA PRESCRIPCIÓN.” 

 

 En la parte que interesa del texto dice, y da lectura al mismo: 

 

 “…Esto es así, porque la acción de nulidad de juicio concluido 

tiene las características propias de la primera institución…” 

 

 La cual se refiere a la caducidad, algo que no estamos determinando 

y en consecuencia excluye a la segunda, pero habla de las características 

y una de ellas, identificada con el numeral 5, dice que protege un interés 

general, porque el derecho analizado por el tipo de acción es la revisión de 

la cosa juzgada, lo que implica que trata de dar certidumbre al ejercicio de 

la jurisdicción, que ya se concretó en el dictado de una sentencia 
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ejecutoriada, por lo que no debe existir un lapso prolongado de indefinición 

sobre su efectividad. 

Tratando de adminicular la tesis aislada y la jurisprudencia a las que 

se refirió, se puede concluir que por un lado los plazos para intentar el juicio 

de nulidad corren por igual independientemente de la calidad que tenga el 

sujeto con respecto al juicio de cuya sentencia luego se tilda la nulidad, y 

segundo, que esto se hace precisamente por principio de certeza jurídica 

para proteger la propia sentencia dictada, y para evitar que no exista un 

plazo prolongado de indefinición sobre su efectividad, para que no pueda 

crear en forma indefinida sujeta a la promoción o el inicio de un juicio de 

nulidad en los términos del artículo 892 y 893 del mencionado Código. 

 

Por tanto, concluye que al haberse colmado en exceso el plazo de 

los tres años a los cuales se refiere el artículo 893 del Código Procesal Civil 

para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el juicio debe desecharse de 

plano. 

Luego, el Magistrado Saucedo Flores menciona que coincide con los 

argumentos manifestados por el Magistrado Iván Garza García, únicamente  

añade que no todos los Estados contemplan la figura de la cosa juzgada, el 

Código de Comercio habla también de ciertos medios de impugnación y no 

contempla como uno de ellos la nulidad de juicio concluido, precisamente 

porque buscan prevalecer la figura de la cosa juzgada como verdad material 

y ante ella no cabe ninguna impugnación. 

 

Trae a cuenta la tesis con número de registro 166758, cuyo rubro es 

el siguiente:  

“ACCIÓN DE NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. LOS TÉRMINOS 

PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 737 D DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, SE 

COMPUTAN A PARTIR DE QUE LA SENTENCIA DICTADA EN 

ÉSTE CAUSÓ EJECUTORIA, INDEPENDIENTEMENTE DE LA 

CALIDAD DEL PROMOVENTE.” 
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 Menciona que en esa legislación hace referencia a dos plazos como 

los nuestros, de tres meses y de un año y hace ver bajo la interpretación de 

estos criterios, a un precepto similar al nuestro de que nada tiene que ver la 

calidad del promovente, para tomar en cuenta que esos dos plazos son los 

que deben de prevalecer y no un tercero que pudiera pensarse.  

 

 En uso de la voz la Magistrada Galván Tello señala que comparte la 

interpretación que hace el Magistrado Aguillón Rosales del artículo 893 del 

Código Procesal Civil, menciona que si hablamos de un tercero no pudiera 

tener conocimiento de la sentencia e interpreta de manera distinta a los 

Magistrados Garza García y Saucedo Flores, en relación al 892, en la 

fracción I,  de quien puede ejercitar este tipo de juicio cuando habla de los 

terceros ajenos al proceso original que demuestren tener un derecho del 

que ha sido materia de la sentencia y ésta afecte sus intereses. 

 

 En este caso estamos hablando de un tercero que tiene interés en 

este asunto por el que considera se le están violando algunos derechos y al 

no darle acceso estamos violando el acceso a la justicia dejándolo en 

estado de indefensión, por lo que señala que aún y cuando pasen más de 

los tres años debería dársele entrada a este juicio de nulidad. 

 

 El Magistrado Gabriel Aguillón Rosales señala que la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación resolvió una acción de inconstitucionalidad en la 

que prácticamente declaró inconstitucionales todas las fracciones del 

dispositivo legal en comento, justamente en consonancia con lo señalado 

por el Magistrado César Saucedo Flores, por el respeto a la cosa juzgada. 

 

 El Magistrado Decano menciona que el único supuesto que la Corte 

no declaró inconstitucional fue la acción del tercero extraño a juicio, como 

es el caso que se nos presenta, básicamente la Suprema Corte de Justicia 
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de la Nación sostenía la falta de vinculación de la cosa juzgada a una 

persona que no forma parte de la contienda. 

 

  Le parece que en todo caso sostener la postura que refieren los 

Magistrados Iván Garza García y César Alejandro Saucedo Flores sería 

impedir la posibilidad de impugnar el acto jurídico a una persona que no 

conoce el acto y que no estuvo en condiciones de conocer y no le era 

exigible el conocerlo, simplemente por el paso del tiempo, siendo 

denegatorio de justicia. 

 

Por lo tanto, considera que se debería dar entrada a la demanda. 

 

 Posteriormente, el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega explica de 

manera amplia una tercera versión o postura diferente a las que ya se 

señalaron, coincidiendo con la solución de tener por presentada la demanda 

si la persona se hizo sabedora dentro del plazo de treinta días, pero 

manifiesta que se aparta de las dos versiones aquí ya destacadas.  

 

El Magistrado Ríos Vega sostiene que el criterio del principio general 

está previsto en el primer párrafo del 893 del multicitado Código, lo que se 

debe interpretar para proceder o no a una acción de juicio de nulidad, 

interpretación que realiza conforme al artículo de las formalidades 

esenciales y que no sean desproporcionales en ese sentido. 

 

Agrega que le parece que la verdad legal tiene una excepción con el 

conocimiento de la sentencia a quien le afecte la misma tiene derecho a 

impugnar dicha sentencia y ellos la obligación de ofrecer el acceso a la 

justicia.  

 

Luego, el Magistrado Manuel Alberto señala que en relación a lo 

manifestado por el Magistrado Saucedo Flores, primero, por los 
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comentarios que realiza el Magistrado Ríos Vega, no estamos estudiando 

un acto de inconstitucionalidad, estamos hablando de un juicio de nulidad 

que la Ley de forma escrita y expresa señala un término, para dar certeza 

jurídica. 

Término que inclusive si nos vamos a las reglas de prescripción, que 

es la pérdida del derecho con el transcurso del tiempo. 

En este caso, el artículo 893 del referido Código Procesal Civil es 

muy concreta al señalar tres años y por el simple transcurso del tiempo la 

parte actora pierde el derecho a reclamar por estar prescrito.  

Enseguida el Magistrado César Alejandro Saucedo Flores hace 

comentarios relacionados al ámbito de caducidad del juicio de nulidad y 

seguridad jurídica.  

 

El Magistrado Decano Aguillón Rosales, coincide con algunos 

comentarios que realiza el Magistrado Ríos Vega, pero le parece un estudio 

innecesario porque no están actuando como Tribunal Constitucional y el 

único instrumento que podría utilizarse para analizar los temas que el 

plantea es el del control difuso de constitucionalidad pero sabemos que 

obedece a un escrutinio muy estricto qué ha establecido la Corte para 

emplearlo y aplicarlo en su extensión. 

 

Menciona que en el caso concreto, los supuestos que comenta el 

Magistrado Ríos Vega, no son materia de litis, el caso concreto es muy 

específico y se refiere al tercero extraño a juicio y ese es el límite de la 

jurisdicción.  

 

Además da contestación a uno de los argumentos que señaló el 

Magistrado Saucedo Flores que en distintas acciones también existen 

plazos de caducidad y prescripción, esto no es en todos los supuestos y no 

es equiparable al caso concreto.  
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En el mismo punto participan los Magistrados Iván Garza García, 

Manuel Alberto Flores Hernández,  para reforzar su postura. 

 

El Magistrado Manuel Alberto Flores Hernández precisa que en 

materia civil la prescripción no opera de oficio y por lo tanto, tendrían que 

admitir la demanda para posteriormente entrar al estudio de fondo respecto 

a sí el tiempo transcurrido, es o no, suficiente para determinar la 

procedencia de la acción. 

 

Entonces, si la prescripción no opera en materia civil de oficio, sería 

admisible la demanda. 

 

Luego, la Magistrada María Eugenia Galindo Hernández señala que 

en principio se debe admitir la demanda y estudiar como fondo la posibilidad 

de caducidad de esta acción, avalando los derechos humanos sobre 

muchas cosas. 

 

En este caso concreto, considera que se debe admitir porque el 

tercero extraño a juicio no lo vincula la cosa juzgada que se pronunció en 

esa sentencia en la que no fue parte, sí se da lectura al artículo 534 del 

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el que 

señala los limites subjetivos de la cosa juzgada, no va a surtir efectos al  

tercero porque no estuvo enterado del procedimiento.  

 

Considera que ya con los argumentos vertidos del Magistrado 

Aguillón Rosales, Galván Tello y Flores Hernández es suficiente para 

admitir a trámite el juicio. 

 

Enseguida, el Magistrado Presidente para concluir señala que son 

importantes las dos posturas que se han argumentado sobre la admisión o 
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no de la presente demanda de juicio de nulidad, ambas con razonamientos 

importantes y de fondo. 

 

Luego, el Magistrado Presidente señala su postura y el sentido de su 

voto, porque le parece que con lo que se defina en esta sesión sentará un 

precedente importante respecto a las presentaciones de demandas de juicio 

de nulidad. 

 

En ese sentido, se declara por la protección del acceso a la justicia, 

como lo señalaba el Magistrado Decano, en reconocer a un tercero extraño 

a juicio, en principio con el plazo que le corresponde de los treinta días. 

 

Coincide con el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega respecto a la 

inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 893 y si bien no se está 

en carácter de Tribunal Constitucional y no es momento de declararlo así, 

manifiesta que si debemos razonar en este sentido, incluso le preocupa el 

segundo párrafo del artículo 893 del mencionado Código, da lectura al 

mismo. 

 

“…No obstante, una vez transcurridos tres años contados a partir de 

la fecha de la notificación de la sentencia firme, su nulidad no podrá 

plantearse; y si se planteare demanda con este propósito, se rechazará de 

plano sin ulterior recurso…” 

 

El Magistrado Presidente señala que incluso ahí lo deja en estado de 

indefensión por el desechamiento que se hace y no hay un recurso 

posterior. 

 

Está a favor de los comentarios de los Magistrados y las Magistradas, 

en favor de admitir la demanda. 
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Enseguida le solicita al Secretario someter a votación el punto. 

 

(En este momento el Secretario General de Acuerdos hace constar 

 que se decretó un breve receso de la presente sesión, continuando 

 enseguida con el levantamiento de la votación respectiva) 

El Secretario General de Acuerdos somete a votación quienes 

consideren que ha trascurrido el plazo de tres años que refiere el artículo 

893 del Código Procesal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y por ello 

no se admite a trámite la demanda de mérito. 

Votos del Magistrado Iván Garza García, Cesar Alejando Saucedo 

Flores y Homero Ramos Gloria.  

Enseguida somete a votación quienes consideren que al no ser parte 

el promovente del juicio que se pretende anular, no ha transcurrido el plazo 

que refiere el artículo 893 del multicitado Código Procesal y por ello está en 

tiempo de presentar la demanda de juicio de nulidad que nos ocupa. 

  

Votos de las Magistradas María del Carmen Galván Tello, María 

Eugenia Galindo Hernández, María Luisa Valencia García y los Magistrados 

Miguel Felipe Mery Ayup (Presidente), Gabriel Aguillón Rosales, José 

Ignacio Máynez Varela, Juan José Yáñez Arreola, Manuel Alberto Flores 

Hernández y Luis Efrén Ríos Vega. 

 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por mayoría, el siguiente:  

ACUERDO  61/2021 

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, por mayoría de votos, con fundamento en el artículo 893 del 

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila, determina que al ser un 

tercero ajeno al proceso que se pretende anular, se tiene a XXXXXXXXXX 

por presentando en tiempo demanda de nulidad de juicio concluido frente al 
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expediente número 05/2012, estadística del Juzgado Segundo de Primera 

Instancia en materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo.     

Enseguida el Magistrado Iván Garza García hace referencia al  

planteamiento que realizó el Magistrado Luis Efrén Ríos Vega en el sentido 

de estudiar la constitucionalidad de la segunda parte del artículo 893 del 

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.  

Derivado de ello sugiere que se someta a votación dicha petición.  

El Magistrado Presidente concede el uso de la voz al Secretario 

General quien da cuenta con dos temas. 

El primero con relación a la fecha en que el promovente tuvo 

conocimiento del juicio de nulidad, que es el dieciocho de febrero del año 

en curso, mientras que la presentación de la demanda se realizó el ocho de 

marzo de este año dos mil veintiuno, por lo tanto, únicamente han 

transcurrido veinte días, contados a partir del día en que el interesado 

refiere tuvo conocimiento.  

Segundo una vez que el tema de si se encontraba o no en tiempo, 

que ya se definió que sí, el promovente no exhibe caución con su demanda, 

y el artículo 894 del Código Procesal Civil para el Estado, refiere que con el 

escrito de demanda se debe exhibir documento justificativo para garantizar 

posibles daños y perjuicios, sin embargo no lo hace. 

Agrega que el único dato que aparece en las constancias que se 

tienen, es un pago del impuesto predial en el que aparece el valor catastral  

del inmueble objeto del juicio que se pretende anular; sin embargo, esta 

constancia de pago es del año dos mil catorce. 

Por lo que se podría solicitarle o prevenirle al accionante para que 

exhiba un documento justificativo de valor catastral del inmueble objeto del 

juicio que pretende anular más actualizado, que corresponda por lo menos 

a este año y en base en ello este Pleno fijar una cantidad determinada. 
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El artículo menciona que debe ser una cantidad equivalente al treinta 

por ciento del importe de lo sentenciado, sin embargo se sentenció sobre 

un inmueble pero no se determinó exactamente el valor del mismo, por lo 

que pudiera considerarse que el valor del inmueble sería el valor catastral 

pero no se tiene actualizado. 

Por lo que en términos del artículo 894 con relación al 391 del mismo 

Código Procesal, sería prevenirle para que exhiba el documento actualizado 

del valor catastral del inmueble y este pleno fijarle una cantidad equivalente 

del 30% como lo marca el citado Código, además de apercibirle que en caso 

de no cumplir no se le daría trámite a su demanda, y que se notifique 

personalmente al accionante lo anterior. 

El Magistrado César Alejandro Saucedo Flores señala que 

independientemente del sentido que ya fue anunciado, respecto al artículo 

del 391 relativo al plazo de cinco días, pudiera darse no solamente para que 

trajera el documento  mediante el cual se estableciera cuál es el valor 

catastral, sino también la cantidad por cuestión de economía procesal. 

Luego el Magistrado Presidente solicita se someta a votación la 

propuesta del Secretario General de Acuerdos, de requerir documento 

actualizado, en los términos que precisa Magistrado Saucedo Flores. 

Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 62/2021 

Con fundamento en los artículos 391 y 894 del Código Procesal Civil 

para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se previene a XXXXXXXXXX, para 

que dentro del plazo de cinco días, contados a partir de la notificación del 

presente acuerdo, exhiba constancia oficial del valor catastral del bien 

inmueble objeto del juicio que pretende anular, así como para que exhiba el 

documento justificativo de haber depositado, en la dependencia o institución 
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autorizada, una cantidad equivalente al treinta por ciento de dicho valor 

catastral. 

Apercibiéndole que de no cumplir con lo antes mencionado, no se 

admitirá a trámite su demanda de nulidad de juicio concluido y la misma 

será desechada de plano. 

Trasládese certificación de este acuerdo al expediente relativo. 
 
 
Acto seguido el Magistrado Presidente señala que el Magistrado Iván 

Garza García precisó los términos en los cuales podríamos someter a 

votación la propuesta del Magistrado Luis Efrén Ríos Vega para que se 

estudiara la constitucionalidad de la segunda parte del artículo 893 del 

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, solicitando 

al Secretario General de Acuerdos los precise. 

El Secretario General de Acuerdos somete a votación la propuesta 

del Magistrado Luis Efrén Ríos Vega, en el sentido de que se analice la 

inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 893 del Código 

Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

El Secretario General de Acuerdos informa el resultado de la 

votación, señalando que se obtuvieron cuatro votos a favor y ocho en 

contra, por lo que la mayoría de este Pleno del Tribunal, no se encuentra a 

favor de la propuesta del Magistrado Luis Efrén Ríos Vega para analizar la 

inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 893 del Código 

Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

 El Magistrado Luis Efrén Ríos Vega anuncia su voto particular, por 

su parte el Magistrado Presidente también anuncia su voto particular con 

relación al mismo tema. 

 

9. Continuando con el desahogo del orden del día el Magistrado 

Presidente da cuenta con la solicitud de aspirante a Notario Público, 
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referente a la licenciada XXXXXXXXXX, mediante la cual solicita se autorice 

la recepción de información testimonial por parte de un Juzgado de Primera 

Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Torreón, referente a la 

obtención de patente de Notario Público.  

 

Analizado el escrito de cuenta, así como la documentación que se 

exhibe, se advierte que se cumplen los requisitos previstos en la Ley del 

Notariado del Estado de Coahuila de Zaragoza; por lo que, se propone 

turnar el escrito de mérito a un Juzgado de Primera Instancia en Materia 

Civil del Distrito Judicial de Torreón.  

 

Al respecto las y los Magistrados, por unanimidad de votos, emitieron 

el siguiente: 

ACUERDO 63/2021 

Se tiene por recibida la solicitud de licenciada XXXXXXXXXX y se 

autoriza al Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de 

Torreón, para que dé cumplimiento a lo establecido por el artículo 77 de la 

Ley del Notariado del Estado de Coahuila, y reciba la información de siete 

testigos de reconocida reputación que residan en esta ciudad, que le serán 

presentados por el solicitante, debiendo proveer lo conducente y observar 

el cumplimiento de los requisitos señalados por los artículos 76 y 77 de la 

Ley en cita. 

 

 

10. Continuando con el desahogo del orden del día, el Magistrado 

Presidente dio cuenta con el informe de movimientos de personal del 12 al 

18 de abril del presente año. 

  Al respecto las y los Magistrados, emitieron por unanimidad, el 

siguiente:  

ACUERDO 64/2021 
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Se toma conocimiento del informe semanal de movimientos de 

personal de cuenta, para los efectos legales a que haya lugar.  

11. Acto continuo el Magistrado Presidente señala que el punto X del 

orden del día  es el relativo a los asuntos generales y no se registraron. 

Habiéndose agotado la totalidad de los puntos del orden del día, se 

da por concluida la sesión de la que se levanta la presente acta para debida 

constancia, misma que en términos del artículo 109 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, suscribe el Magistrado Miguel Felipe Mery Ayup, Presidente 

del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, ante 

el licenciado Gustavo Sergio López Arizpe, Secretario General de Acuerdos, 

que autoriza y da fe. 

“El licenciado Gustavo Sergio López Arizpe, Secretario General del Pleno del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, hago constar y certifico que, en términos de lo previsto en los 

artículos 27, fracción IX, 58, 68 y 75, fracción III, de la Ley de Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza, en esta versión pública se suprime la información considerada 

como reservada o confidencial que encuadra en el ordenamiento mencionado y en las disposiciones aplicables”.    

 

“Asimismo, este documento fue cotejado previamente con su original por el servidor público que 

elabora la presente versión pública”. 

 

 


